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ANDREA CASAS BI]STINZA

SENl'ENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

^suNl'o
Recurso dc agravio constitucional inlerpuesto por doña Andrea Casas Bustinza contra el

auto de lbjas 180, dc 26 de octubre de 2016, cxpedida por la Segunda Sala Civil de la

Coñe Supcrior de Justicia de Arcquipa, que declaró fundada la excepción de

prescripción deducida por la paftc cmplazada.

FUNDAMEN't'OS

a)
b)

Carezca de fu¡damentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cueslión de Dcrecho contenida en el recu$o ¡1o sea de especial
trasccndcncia constifu cional.
La cuestió¡ de Derecho invocada cont¡adiga un precedento del Tribunal
Constitucional.
Se haya dccidido de manera desestimato a en casos sustancialmellte
igualcs.

F;n cl p¡esente caso, la actora solicita, fundamentalmeDte, que se ordene a la
Asociación dc Comcrciantes Nuevo Horizonte reconocerla como asociada y, en

consecuctrcia, jnsc¡ibirla en el padrón correspondie¡te y penr¡itir]e ejercer todos
los dcrcchos inherentes a dicha condiciól1. Señala, cn csencia, quc sc dccidió
exclui¡la de la asociación sin quc se siga previamente un procedimienkr de

dcpuracrón en su contra y quc, cn Ia scsión de Asamblea General de Asociados de

t I de octubre dc 2015, sc ratificó dicha exclusión sin que se le permita ejercer su

dcrccho de del¡nsa. Reñere que, po¡ todo cllo, se wlncran sus dcrechos
Iundamc¡lalcs a la libcrtad de asociación y al debido proceso asi como su derecho
fundamcntal a la propiedad, pues la emplazada prctendc dcspojarla dc un prcdio
ubit rJo cn la . rLrdad dc Tacnd rlcl quc er copropretaria.

Sin ombargo, no co cspondc pronunciarsc sobrc cl fondo dc la controvcrsra
porquc la dcrnanda dc amparo de autos fue interpuesta después de1 vencimiento

l

Bn la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el

diario oñcial El Peruano el 29 de agosto dc 2014, este Tribunal estableció en el

lu¡da¡ncnto 49, con carácter de prccedente, que se expedirá sentcncia
intcrlocutoria denegatorja, dictada sin más trámite, cuando sc prcscntc alglno de

los siguientcs supuestosl
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dcl plazo de 60 dias hábiles previsto para tal efccto por el aftículo 44 de1 Código
Procesal Constifucional. En efecto, está acreditado que la recurrentc ya conocia la

existcncia de los actos lesivos dcnunciados al realizarse la sesión de Asamblea

Gcneral de Asociados de 11 de octubre de 2015 (.cfr. fojas 88 y 110). Sin

cmbargo, la demanda fue interpuesta reción el 24 de feb¡e¡o de 2016; esto cs, dc

maneta extcmporánea.

Sjn pcrjuicio de ello, la controversia cfiece de especial trascc¡dencra
conslitucional porqüe cxiste una via procesal igxalmente satisfactoria al amparo
para tutclar la prctcnsión de la actora. En efecto, co¡forme al primer párrafo del
arficulo 92 del Código Civil, "todo asociado tiene derecho a impugnar
judicialmente los acucrdos que violen las disposicioncs legales o estatutarias".
Adernás, co¡fonne a la pafe irf,?€ de ese artículo, dicha pretensión se tramita en

cl proccso crvil abreviado en el cual pueden futelarse adecuadamente los dercchos
invocados deteminándose si cl acucrdo mediante el cual se ¡atificó su cxclusión
de l¿ asociación cnrplazada fue adoptado dentro del marco de las gamntias propias
del derccho tlndamental al debido proceso en scdc corporativo particular.

Asin'lismo, no sc advierte riesgo de ineparabilidad cn caso se transite por dicha
via máximc si nacla impide solicitar el otorgamiento de medidas cautelares en el

o civil ab¡eviado de impugnación de acuerdos

inalmcnte, debe precisarse que, a c¡itc¡io dc csta Sala del Tribunal
Constitucional, el articulo 92 dcl Código Civil permite cuestionar judici¿lmente
los aouerdos dc asanblca que contravengan el ordenamienlo jüridico en general.

Por tanto, cs posiblc acudir a dicha vía pam cüestionar los acuerdos que se

considc¡cn lcsivos de derechos fundamentales.

Por eslos [¡ndancntos, el l'ribunal Constitucional, con la autoidad que le confiere la
Constitución I'olitica del Peru, y la participación dol magjstrado Espinosa-Saldaña
Barera. convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto sing!¡lar del
magistrado lerrero Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Bare¡a.

6. ljn consecuencia, de lo expuesto en los fundamentos 2 a 5 ^rrpra, se verifica que el
presente iecurso de agravio ha incunido en la causal de rechazo prevista en el
acápitc b) del fundamento 49 de la sente¡cia emitida en el Expediente 00987-
201,1 PA/'IC. Por tanto, coúesponde declarar, sin más trámitc, improcedentc el
recurso de agravio constifucional.
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RESUI'LV!]

Dcclarar IMI'ROC¡iDEN ff, el recurso de agravio coDstitucional porque la cuestión dc
I)erecho oonlenida en el recürso carece de especi¿l trascendencia constitucional.

Publiqucsc y notifiqr¡csc

ss

IVIIRANDA CANAI,ES
SARDÓN DE TABoADA
IlsPINosA-s^LDÁñ^ BARRERA '¿n ul
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO
ESPINOSA-SALDAÑA BARRER{

Coincido con dcnegar el ¡ecurso interyuesto en base a que el mismo It¡e presentado
exlemporáneamente. Sin embargo, convendria tener presente quc el alegato destinado a

scñalar que aquí habria una vía igualmente satisfacto a al amparo para tocar el caso,
implicaba la aplicación del precedente "Elgo Ríos", y un evenlual rechazo liminar de
esta causa, d(- acuerdo con lo p¡evisto en la causal c) del fundamento 49 del precedente

"Vásquez Romero".

Los p¡ecedentes cstán para cumplirse, salvo que exista una justiiicación suiiciente que
explique estar ante una situación distinta a la prevista o un cambio de criterio. Eso, por
cieno, no ha pasado en el preseÍte prooeso.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA U-r)
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VOTO SINGULAR DEI, MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la poncncic
de mi colega magistrado. emito el p¡esente voto singula¡, para expresar lespetuosamente
quc disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987 -2014-PNTC,
SIINTENCIA INl ERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los t'undamentos que a
conlinuación expongo:

EXP. N." 0 I 887,2017,PA,/TC
AREQUIPA
ANDREA CASAS BUSTINZA

EL TRTBUNAL CoNsrrrucroNAl coMo coRTE D¡t Rf,vrsróN o rALLo y No DE

CASACIÓ:t

La Constitución de 1979 creó el Tribunal dc Gara¡tías Constitucionales como
instancia de casación y la CoDstitución de 1993 convirtió al Tribunai Constitucion¿rl
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra histori¡
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad,/?oc. independiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lündamentales.

2. La Ley Fundamcntal de 1979 estableció que cl Tribunal de Garantías
Constitucionales cra un órgano de control de la Constitución, que tenia jurisdicción
cn todo el lerritorio naciolal para conocer, en ríd de casac¡ón, d,elos habeas corpus
y arrparos denegados por c1 Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una iNtancia habilitada para 1állar en foma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrechos reconocidos en la Constitución.

3. En ese scotido, la Ley 23385, Ley Orgánica del l ribunal de Garantías
Conslilucionales, vigenle en esc momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano. al cncontLar una ¡esolución denegatoria que ha violado la ley o Ia ha
aplicado en forma enada o ha incurrido cn graves vicios procesales en la
tmmitación y rcsolución de la dcmanda, procede¡á a casar Ia sentencia y, luego de
señalar la deficicncia, devolverá los actt¡ados a la Coñe Suprema de Jusficia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienros,
procedimiento que, a lodas luces. dilataba en exceso los procesos constitucionaies
mencionados.

4. trl modelo dc tutela ante amenazas y vulne¡ación de de¡echos fue seriamenre
modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
meca¡ismos de lutela dc dos a cuatro, a saber. habeas corpus, amparc, htrbeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se c¡ea al Tribunal Constitucional
como órgano de contlol de Ia constilucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica eüóneamentc como "órga¡o de control dc la Constitución,'. No obstante. e¡

M/(
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materia de procesos colstitucionales de la libeúad, la Constitución establece que el
Tribunal Conslitucional es insta¡cia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su a ículo 202, inciso 2,
prcscribe que correspo¡de al Tribunal Constitucional "conocer, en últíma y
definiti|a insfancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, h.tbeas daÍa y accíón de cumpl¡mie to,,. Esta disposición
constituciol1al, desde üna posición de franca tutela de los dcrechos firdamentales,
exige que el T bunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
cstima amenazado o agraviado e¡ un derecho fundamental. Una lectula diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delénsa de la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obserydncia del debído proceso y tutela
.¡urisdicciorull. Ning na pelsona puede ser desyiada de ld jurisdicción
predetelmín.rda por lo ley, ni somet¡da a procedimiefito dístinfo de los previamente
e¡@bl,(idos- ni ¡ ztada ¡or irguno: turis.li|ionale\ de ¿xccp.ión n¡ por
comisiones especiales creadds dl el¿cto cuakluiera sea su denominación,,,
consagmda eII el aúícr¡lo I 39, inciso 3.

EXP. N.o 0l 887-2017-PA/TC
ARITQUIPA
ANDREA CASAS BUSTINZA

6. Como se adviertc, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene luga¡ por la ,¡ia del certioruri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el pode¡ Constituyente optó por
u1 órgano supremo de interpretación dc la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su dcrecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si 1o que
eslá en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derccho fundamental, se
debe abri¡ la vía correspondiente pa¡a que el T bunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apcftura de esta vía solo se produce si se permite al
peticiona[te colaborar con ]os jueces constitucionales mcdiante un pormenorizado
análi.ii de lo quc se prcrende. de lo que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su de¡echo
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de delénsa de los de¡echos fundamcntales iientc a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad

EL DERltc[o a sER oiDo coMo MANTFESTAC|óN DE r,A Dti;trocRATtzACróN DE Los
PROCf,SOS CONSTITUCIONALES DE T,A LIBERI'AD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es ¡espetuosa, como corresponde. del derecho dc

ry
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12. En ese sentido, Ia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "obligat al Estado.t tratar al indi duo efi todo momento como
un verdadero sujelo del ploc¿so, en el más amplio senfido de este concep¡o, y no
simplemente como objeto del mismo"t , y quLe ,,pard que exista debido proceso legal
es preciso (lue n jusíiciable pueda hacer yaler sus derechos y deJénder su"^
inlerescs ¿n_1;,rma efectiva y en cond¡cio es de igualdad procesal con otlos
iuttiriabl,.\"'

I Corte IDH. Caso Ba¡reto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralo 29.

'? Corte lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y lobago,
sentencia del 2l de junio de 2002, párrafo 146.

rr(

defcnsa inherente a toda pcrsona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audicncia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer! de manera esc¡ita y
oral, los argumentos pe¡tinentes, conc¡etándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inteNención de las partes, coÍesponde señalar que, en tanto que la
potestad de administmr justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con est cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir que la pa icipación directa de las pafes, cn defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De 1() contra o, se decidiria sob¡e la esfera de interés de
una persona sin pemitirle alegar Io conespondiente a su fávor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porqrje ei Tribmal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia. si¡o por la justicia de sus razones, po¡
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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NATURALEZA PRocESAL DDL RECURSo DE AGRAvro CoNsTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho l' bunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como ó1ga[o constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"se¡tencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera escncja juridica, ya quc el Tribunal Constitucional no tienc competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De confo¡midad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia dc la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al T¡ibunal lo que le corresponde es conocer del
RA.C y promrnciiLrse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de ',conocer,, lo que la panc alega
como un agravio que le causa indefensión.

I ilflt ltil ililtilf lilti
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16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establcce como supuestos pa¡a su
aplicación fórmulas imprccisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
¡equiere ser aclarado, justificado y coflcretado en supuestos específicos, a saber,
identiflcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo. no delinirlo, ni justificarlo,
convicrte el empleo dc la precitada sentencia en arbitrario, toda voz que se podría
aféctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su ma¡üfestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, al'ectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su
respectiva dema¡da.

17. Por lo demás, ,¿r¡rÍatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentenuia
00987-2014-PA/TC rcpite lo señalado por el T¡ibrural CoDstitucional en otros
fallos, como e11 el caso l-uis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natu¡aleza
procesal de los procesos constitucionales de la libefiad (supletoriedad, via previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitücional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una naturaleza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no co¡lstituye un
motivo para que se pueda desvirtuar Ia esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

M
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19. Por lanto, si se tienc en cuenta que Ia justicia en sede comtitucional representa la
última posibilidad pa¡a proteger y reparar los de¡echos fundamentales de los
agra\dados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia pam la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, eI1 lanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
de¡echos esenciales cuando no encucntran justicia en el Poder Judicial;
espccialmente si se tiene cn cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intcmacional de protección de derechos
humanos.

20. Como añrmó Raúl Ferrcro Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es. al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
cntraña el acceso a la prestación ju¡isdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección j üdicial auténtica".
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